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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA DE JUZGAMIENTO CELEBRADA EN EL 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE JORGE HUMBERTO MENDOZA 

MARANTA EN CONTRA DE MARIELA ALFARO DE GUTIERREZ. 

 

 

En Bogotá D.C. a los treinta y uno días del mes de agosto de dos mil veinte 

(2020), día previamente señalado para realizar la presente audiencia 

dentro del proceso de la referencia, el Magistrado ponente, en asocio de los 

demás Magistrados que integran la Sala Tercera de Decisión, la declaró 

abierta. 

 

El Tribunal, en los términos acordados en dicha sala, dicta la siguiente 

 

 

SENTENCIA: 

 

Entonces una vez corrido el traslado correspondiente a fin de que las 

partes procedieran a allegar sus escritos de alegatos de conclusión, 

procede la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 17 de julio de 2018, por 

el Juzgado 20º Laboral del Circuito de Bogotá, en el proceso de la 

referencia.  

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El señor Jorge Humberto Mendoza Maranta por medio de apoderado 

judicial promovió demanda ordinaria laboral contra Mariela Alfaro de 

Gutiérrez, para que previos los trámites que le son propios a la naturaleza 

de esta clase de procesos, se declare que entre las partes existió un 

contrato laboral que inició el día 12 de enero de 2012 hasta el 20 de 

diciembre de 2015, que termino por voluntad del empleador y sin justa 
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causa, que devengó un salario de $3.000.000.oo pesos, que como 

consecuencia de lo anterior; se condene al pago de las prestaciones 

sociales, vacaciones e indemnización por despido sin justa causa, al pago 

de los aportes en seguridad social, indemnización moratoria, intereses, 

indemnización por no consignación de las cesantías, a lo extra y ultra 

petita, costas y agencias en derecho. (Folios 4-5) 

 

 

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo 

son los siguientes: 

 

Como fundamento de sus pretensiones afirmó que; celebro contrato de 

trabajo verbal individual, el 12 de enero de 2012 a término indefinido, en 

el cargo de coordinador de Logística, en el establecimiento de comercio 

Romanello propiedad de la demandada, en donde se realizaba la 

elaboración y venta de productos de panadería, que su función era la de 

coordinar y entregar los productos de panadería a los clientes, que 

inicialmente se pactó un salario de $2.200.000.oo pesos, para el año 2013 

la suma de $2.450.000.oo, para el 2014 $ 2.700.000.oo y para el 2015 

$3.000.000.oo, que el 20 de diciembre de 2015 se dio por terminado el 

contrato de trabajo por la demandada sin justa causa, que nunca se 

pagaron prestaciones sociales, ni aportes a seguridad social, que en el mes 

de abril de 2016 le colaboro a la demandada con las funciones que siempre 

había desempeñado, sin embargo, para comienzos del mes de mayo de ese 

mismo año nuevamente fue cancelado ese acuerdo y nunca se pagó lo 

adeudado, que el 20 de mayo de 2016 se presentó ante el Ministerio del 

Trabajo, siendo citada la demandada para conciliación el 1 de junio de 

2016, sin que se llegase algún acuerdo ya que dicha diligencia fue 

suspendida. (Folios 5-6) 

 

 

Contestación de la demanda: 

 

Mediante Auto de fecha 23 de febrero de 2018 (Fl. 136), se tuvo por 

contestada la demanda, la llamada a juicio MARIELA ALFARO GUTIERREZ 

se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Manifestó que, nunca 

existió entre las partes una relación laboral, que por el contrario el 

demandante prestaba sus servicios de forma independiente de venta, 

transporte y entrega de productos, por lo que no se adeuda suma de 

dinero alguna, que el demandante adquiría los productos que 

comercializaba a través de su proveedor señor Martin Alonso Torres García 

los cuales eran vendidos a sus clientes como Romanello, entre otros. Como 

medios de defensa propuso las de falta de legitimación en la causa por 

pasiva y cobro de lo no debido. (Fol. 33-39) 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Con sentencia del 17 de Julio de 2018, el Juzgado Veinte (20) Laboral del 

Circuito de Bogotá, resolvió; declarar la existencia de un contrato de 

trabajo entre las partes entre el 12 de enero de 2012 al 20 de diciembre de 

2015, condeno al pago de prestaciones sociales y vacaciones, 

indemnización moratoria, sanción por no consignación de cesantías a un 

fondo y al pago de aportes en pensiones.  

 

Para llegar a la presente decisión el A quo manifestó que; el testimonio de 

la secretaria de la demandada fue vital para determinar que el 

demandante realizaba labores para la demandada cumpliendo las ordenes 

encomendadas por esta o su hijo como propietarios del establecimiento de 

comercio, aunque reconoce que los declarantes al rendir sus pruebas 

testimoniales se contradicen lo cierto es que todos concuerdan con la fecha 

de la relación laboral en el sentido de que inicio para el año 2012, en 

últimas determina la existencia de una relación laboral dada entre las 

partes, en cuanto al salario como no se logra determinar específicamente 

los montos devengados estableció tener en favor del demandante la suma 

de un salario mínimo a fin de determinar la cuantía de las condenas, 

condeno a indemnizaciones y absolvió de perjuicios pretendidos, aunado a 

ello al no encontrar probado el despido tampoco condeno por la 

indemnización por despido sin justa causa.  

 

 

Del recurso de apelación de la parte demandada. 

Inconforme con la decisión de primera instancia, el apoderado judicial de 

la parte demandada interpuso recurso de apelación. Así se expresó: 

“…por lo que se ha podido demostrar a lo largo de la litis y pues 

analizando un arduo debate se ha podido demostrar honorables 

magistrados el señor Jorge Humberto Mendoza Maranta nunca 

sostuvo relación laboral con mi prohijada Mariela Alfaro de Gutiérrez 

por cuanto existen múltiples pruebas documentales que fueron 

aportadas y allegadas al expediente de las cuales nunca se presentó 

ningún incidente de tacha de falsedad son plenamente veraces para 

el proceso y demuestran con la suscripción de la firma de puño y letra 

del del señor Jorge Humberto Mendoza Maranta que este señor recibía 

altas sumas de dinero sumas que no puede recibir un trabajador como 

la manifestaba la parte actora es decir el hilo conductor para que se 

configuren supuestamente los tres elementos del contrato prestación 

personal del servicio remuneración y subordinación. 

 

 (…) 
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Honorables Magistrados cómo se logra demostrar el Juez aquí de 

primera instancia lo señala cuando está en el fallo condenatorio ni 

siquiera la parte actora pudo demostrar que recibió algún tipo de 

remuneración en calidad asalariado en calidad de trabajador y pues 

obviamente en esta sentencia se está condenando es por el salario 

mínimo porque ni siquiera la carga de la prueba la pudo aportar la 

parte actora mientras que nosotros como parte demandada aportamos 

esas libretas que son veraces tienen plena validez dentro del proceso 

la firma de la persona está plasmada en esos documentos en donde 

aparecen pagos y altas sumas de dinero  

 

Se dio una relación comercial, que era proveer pan para que sepan 

luego fuera llevado a la Agencia Logística de las Fuerzas Militares 

entonces los 3 elementos esenciales de un contrato de trabajo están 

desvirtuados ante la luz del derecho donde se está generando una 

grave lesión con este fallo que va a quedar en efecto suspensivo hasta 

que los Honorables Magistrados resuelvan a los intereses 

patrimoniales de una empresaria que de manera informal sostuvo una 

relación comercial con un proveedor y el proveedor de manera 

temeraria trato y está en estos momentos logrando conseguir que se 

declara una relación laboral para su lucro patrimonial cuando 

incremento su patrimonio ostensiblemente desde esa fecha hasta 

cuando se terminó la relación comercial los testigos traen Fueron 

concorde sí claros en señalar siempre y desde la testigo Heidi Ibáñez 

qué señaló que Néstor Fandiño era proveedor desde ahí se puede dar 

a la luz del derecho que ellos tenían calidad de comerciantes. 

 

(…) 

 

Señores Magistrados solicitó que hagan un análisis como lo hacen 

ustedes profundo de las pruebas practicadas en este proceso y de las 

pruebas documentales a llegadas que demostraran Que la verdad 

está en cabeza de nosotros que la verdad a la luz del derecho es ésta 

no existió nunca una relación laboral por cuanto siempre fue una 

relación netamente comercial y el hilo conductor que estuvo acá los 

testigos presenciales que demostraron y afirmaron bajo la gravedad 

del juramento que eran proveedores y que este señor tenía calidad de 

comerciante lo señalaron acá situación que fue drásticamente por el 

juzgado el fallador de primera instancia y los documentos qué obran 

en plenaria en el estrado que cumplen la veracidad porque consta la 

firma puño y letra del señor Jorge Humberto Mendoza Maranta 

conocido como habichuelo al lado de los pagos que se están revisando 

uno a uno respecto de este tipo de relación comercial…”.  
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Alegatos de conclusión 

 

Una vez corrido el correspondiente traslado la parte demandada, allega 

alegatos de conclusión, reiterando la solicitud de revocatoria de la 

sentencia emitida en primera instancia para lo cual; “solicito que sea 

revocada la sentencia de primera instancia en la cual se declaró la existencia 

de una relación laboral entre mi cliente y el demandante junto con el pago de 

acreencias laborales, por cuanto el señor JORGE HUMBERTO MENDOZA 

MARANTA, prestaba sus servicios de manera independiente de venta, 

transporte y entrega de productos e insumos de panadería; a diferentes 

sociedades comerciales y establecimientos de comercio, dedicados al 

suministro y comercialización de productos de panadería; entre estos a 

PASTELERIA ROMANELLO, COMERCIALIZADORA Y DISTRIBUIDORA 

SANTANA A&L S.A.S identificada con el NIT 900.573.386-0 y 

COMERCIALIZADORA DE ALIMENTOS COMERCOR, lo que claramente 

demuestra que este prestaba sus servicios de manera autónoma e 

independiente a estas personas naturales y jurídicas. 

 

El demandante era contratado comercialmente para que este bajo su propia 

autonomía e independencia, transportara y entregara en la Agencia Logística 

de las Fuerzas Militares, los productos de panadería de sus clientes ya 

señalados, tal y como consta en múltiples y diversas facturas de venta de 

dichos establecimientos de comercio y sociedades comerciales, en donde este 

con su firma de puño y letra suscribía dichos títulos valores como la persona 

que entregaba los productos en la Agencia Logística de las Fuerzas Militares; 

lo que demuestra claramente que el señor JORGE HUMBERTO MENDOZA 

MARANTA NUNCA fue ni sostuvo algún tipo de relación laboral con mi cliente, 

sino que por lo contrario le prestaba sus servicios independientes a diversas 

empresas y personas del sector.”. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Revisado el expediente se encuentra que en la presente causa se 

cumplieron con todos los presupuestos tanto de la acción como de la 

demanda y del proceso, por lo que no existe causal de nulidad que invalide 

lo actuado, y faculta a esta Sala continuar con el trámite respectivo. 

 

 

Problema Jurídico:  

 

En atención al alcance de la apelación presentado por el apoderado de la 

parte demandada le corresponde a esta Sala establecer si existió un 

vínculo laboral entre el señor Jorge Humberto Mendoza Maranta y la 

señora Mariela Alfaro de Gutiérrez y en consecuencia si hay lugar al 

reconocimiento y pago de prestaciones sociales e indemnizaciones, así 

como el pago de aportes de seguridad social en pensiones. 
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En virtud del principio de limitación y congruencia (artículo 66A del CPL y 

SS), la Sala estudiará los aspectos que fueron planteados por la parte 

recurrente. 

 

 

De la relación que ató a las partes 

 

Al respecto, de forma reiterativa la jurisprudencia ha destacado que la 

característica principal que diferencia el contrato de trabajo con otros de 

naturaleza jurídica distinta, es la condición subordinante a la cual se 

encuentra expuesta la persona que presta su fuerza de trabajo por una 

contraprestación, entendiendo que los demás elementos normal o 

regularmente concurren en cualquier contrato, bien sea de naturaleza 

laboral, civil o comercial. 

 

Al punto, se pronunció la Corte en sentencia CSJ SL, 5 ago. 2009, rad. 

36549:  

 

“Pues bien, como primera medida, es del caso recordar, que para la 

configuración del contrato de trabajo se requiere que en la 

actuación procesal esté demostrada la actividad personal del 

trabajador a favor del demandado, y en lo que respecta a la 

continuada subordinación jurídica, que es el elemento característico y 

diferenciador de toda relación de carácter laboral, no es menester su 

acreditación con la producción de la prueba apta, cuando se 

encuentra evidenciada esa prestación personal del servicio, dado que 

en este evento lo pertinente, es hacer uso de la presunción legal 

prevista en el artículo 24 del C. S. del T. modificado por el artículo 2° 

de la Ley 50 de 1990, que consagró que “Se presume que toda 

relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”.  

 

De acuerdo con lo anterior, al actor le basta con probar, la 

prestación o la actividad personal, para que se presuma el 

contrato de trabajo y es el empleador quien le corresponde 

desvirtuar dicha presunción con la que quedó beneficiado el 

operario. 

 

Sin embargo, lo dicho no significa que el demandante quede 

relevado de otras cargas probatorias, y que con la presunción 

de que trata el citado artículo 24 del C. S. de T. nada más 

tiene que probar, pues además de corresponderle al trabajador 

la prueba del hecho en que esa presunción se funda, esto es, la 

actividad o prestación personal del servicio, con lo que se 

establece que ese trabajo fue dependiente o subordinado, mientras la 

contraparte no demuestre lo contrario, también al promotor del proceso 

le atañe acreditar otros supuestos relevantes dentro de esta clase de 

reclamación de derechos, como por ejemplo el extremo temporal de la 
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relación, el monto del salario, su jornada laboral, el trabajo en tiempo 

suplementario si lo alega, el hecho del despido cuando se demanda la 

indemnización de la terminación del vínculo, entre otros.” (Negrilla 

fuera de texto). 

 

Ahora bien, como fundamentos normativos reglados en todo contrato de 

trabajo, se debe tener en cuenta lo contemplado por el Legislador en los 

artículos 22, 23 y 24 del C.S.T., con el fin de establecer si se dio, una 

relación laboral entre las partes, ya que en ellas se define el contrato de 

trabajo, se fundan los elementos esenciales de este y se establece una 

presunción del mismo, pues a la letra estos indican:     

 

“ARTICULO 22. DEFINICION. 

 

1. Contrato de trabajo es aquel por el cual una persona natural se 

obliga a prestar un servicio personal a otra persona, natural o 

jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la 

segunda y mediante remuneración. 

 

2. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y 

remunera, empleador, y la remuneración, cualquiera que sea su 

forma, salario.” 

 

“ARTICULO 23. ELEMENTOS ESENCIALES. 

 

1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran 

estos tres elementos esenciales: 

 

a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por 

sí mismo; 

 

b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador 

respecto del empleador, que faculta a éste para exigirle el 

cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, 

tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe 

mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. Todo ello 

sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del 

trabajador en concordancia con los tratados o convenios 

internacionales que sobre derechos humanos relativos a la materia 

obliguen al país; y 

 

c. Un salario como retribución del servicio. 

 

2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este 

artículo, se entiende que existe contrato de trabajo y no deja 

de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o 

modalidades que se le agreguen.” (Negrilla fuera de texto) 
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“ARTICULO 24. PRESUNCIÓN. Se presume que toda relación de 

trabajo personal está regida por un contrato de trabajo. 

 

No obstante, quien habitualmente preste sus servicios personales 

remunerados en ejercicio de una profesión liberal o en desarrollo de un 

contrato civil o comercial, pretenda alegar el carácter laboral de su 

relación, deberá probar que la subordinación jurídica fue la prevista en 

el literal b) del artículo 1o. de esta ley y no la propia para el 

cumplimiento de la labor o actividad contratada.” (Negrilla fuera de 

texto) 

 

Así las cosas, la actividad personal o prestación del servicio, implica que 

quien reclama la existencia del contrato, deberá demostrar que la 

actividad o servicio fue realizada por sí mismo, sin que este presupuesto 

implique que la labor no pueda ser cumplida por el trabajador con la 

colaboración de ayudantes, siempre y cuando no falte su actividad 

personal como obligado a realizarla. 

 

En cuanto a la dependencia o continuada subordinación, es la facultad 

que tiene el empleador de exigirle al trabajador, el cumplimiento de 

órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de 

trabajo e imponerle reglamentos, facultad que debe mantenerse por el 

tiempo de duración del contrato. 

 

Por último, la existencia de salario, concepto que tiene como único fin 

retribuir la prestación del servicio, o contraprestación correspondiente a la 

prestación de la labor, el cual tiene un carácter retributivo y oneroso. 

 

De otro lado, la Corte Suprema de Justicia ha indicado que para que se 

declare la existencia de un contrato de trabajo, se requiere que se demuestre 

la actividad personal del trabajador y la incesante subordinación, sin 

embargo, el trabajador por lo menos deberá demostrar el primero de los 

elementos indicados en virtud a la presunción establecida en el artículo 24 

del C.S.T. y para este último evento se invertiría la carga de la prueba, para 

que el empleador desvirtué dicha presunción.   

 

En este sentido, se refirió la CSJ – Sala de Casación Laboral en sentencia 

SL4027-2017, Radicado Nº 45344 del 8 de marzo de 2017, proferida por el 

Magistrado Ponente Dr. Gerardo Botero Zuluaga, así:   

 

“De ahí que, para la configuración del contrato de trabajo se 

requiere que en la actuación procesal esté plenamente 

demostrada la actividad personal del trabajador demandante a 

favor de la parte demandada, y en lo que respecta a la continuada 

subordinación jurídica, que es el elemento característico y diferenciador 

de toda relación de trabajo, debe igualmente estar evidenciada. Sin 

embargo, no será necesaria la acreditación de la citada subordinación, 

con la producción de la respectiva prueba, en los casos en que se 
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encuentre debidamente comprobada la prestación personal del servicio, 

ya que en este evento lo pertinente, es hacer uso de la presunción legal 

consagrada en el art. 24 del Código Sustantivo del Trabajo que 

reza: «Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por 

un contrato de trabajo», la cual puede ser desvirtuada con la 

demostración del hecho contrario, es decir, que el servicio no se prestó 

bajo un régimen contractual de índole laboral. 

 

Lo anterior significa, que al actor le basta con probar la 

prestación o la actividad personal, para que se presuma el 

contrato de trabajo y es a la empleadora a quien le corresponde 

desvirtuar dicha presunción con la que quedó beneficiado quien presta 

el servicio, que se traduce en un traslado de la carga probatoria. Ello 

tiene fundamento en el carácter tuitivo o protector de las 

normas del derecho al trabajo, que le otorgan a quien alega su 

condición de trabajador, una ventaja probatoria consistente en 

probar la simple prestación del servicio a una persona natural o 

jurídica, para que se presuma esa relación contractual laboral.” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

Así las cosas, de las pruebas documentales aportadas al proceso por las 

partes no se acredita una relación laboral, por el contrario, se evidencian 

factura de venta para los años 2016, 2015 y 2014 de productos de 

pastelería, los cuales son entregados por el demandante en nombre de 3 

establecimientos de comercio distintos denominados; Pastelería Romanello, 

Comercializadora y Distribuidora Santana A & L S.A.S. y Comercializadora 

de Alimentos COMERCOR (Folios 17, 18, 40 al 165), sin que pueda con 

tales documentos acreditarse la relación laboral pretendida. 

 

En consecuencia, es necesario entrar a analizar el material probatorio 

recaudado tal y como lo solicita el recurrente, teniendo en primer lugar, la 

declaración de parte rendida por la demandada señora Mariela Alfaro de 

Gutiérrez, quien manifiesta conocer al demandante desde el año 2011 o 

2012 aproximadamente, en razón a que dice era proveedor de la agencia 

logística junto con Martin García quien así el pan y el demandante lo 

repartía, pagándose sumas de $30.000.000.oo o $40.000.000.oo 

dependiendo de los repartos, dice de forma textual; “que Jorge le mandaba 

hacer el pan a Martin y después me lo vendía a mí.”. También, expresa que 

le pagaba en efectivo, que verificaba la entrega de pan en el punto de 

entrega, pero no quien, hacia la misma, ya que podía hacerlo Jorge u otra 

persona, dado que autorizaban a la Pastelería Romanello para el ingreso en 

el batallón y no a una persona específicamente. 

 

De otro lado, la declaración rendida por la señora Heidi Ibáñez Beltrán, 

afirma que laboro para la señora Mariela Alfaro de Gutiérrez en el cargo de 

secretaria entre agosto de 2013 a octubre de 2016, en donde conoció al 

señor Jorge Mendoza quien también trabajaba como el encargado de 

logística de distribución, se encargaba de realizar las entregas a los 
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batallones del pan y hacer las factura para reportarlas en Romanello, que 

Jorge laboro hasta noviembre o diciembre de 2015 expresa no recordarlo 

con exactitud y conocer que laboraba desde un año antes a su vinculación 

con la demandada, dice que el Pan se compraba en la panadería del señor 

Martín y que Jorge lo recogía, que para su pago debía relacionar las 

facturas, que el demandante debía cumplir las órdenes de doña Mariela 

quien era la Representante Legal, Fabián Gutiérrez hijo de la demandada y 

quien se encargaba de los contrato o de ella como secretaría, ya que se le 

indicaba en que batallón se hacia la entrega y cuanto producto debía 

entregar, que en varias ocasiones los sargentos llamaban a la empresa para 

que se autorizara el ingreso de los que entregaban el producto, que otras no 

llamaban por que quién se encontraba a cargo ya los conocía, que el señor 

Jorge cumplía un horario de trabajo de 6:00 a.m. a 1:00 o 2:00 p.m. de la 

tarde, tiempo en el que debía repartirse el producto. 

 

Aunado a lo anterior manifiesta que las facturas le eran entregadas a ella y 

que daba instrucciones a los repartidores, conforme las indicaciones dadas 

por la demandada o su hijo el señor Fabián o según los acuerdos realizados 

con las otras 2 empresas Santana y Comercol, manejadas por el señor José 

Manuel Amaya y la señora Cecilia, que el proveedor principal de las 

empresas era el señor Néstor Fandiño, es enfática en indicar que se 

trabajaba para las tres empresas, ya que era un acuerdo entre las mismas 

y que se entregaba en nombre de la empresa que ganaba la licitación, 

situación que se corrobora con las facturas aportadas al plenario por las 

partes, tal como se indicó de forma antecedente.   

 

En cuanto a los demás testimonios recepcionados le asiste razón al A quo 

cuando indica que se contradicen Gloria Helena Pérez, Wilson Alirio 

Piraquive González, Fabio Eduardo Valencia y Martin Alonso Torres 

García, pero son consistentes en manifestar el acuerdo realizado entre las 

empresas que licitaban para proveer de productos comestibles de 

panadería al Ejercito. 

 

De conformidad con lo hasta aquí discurrido, claramente se observa de los 

elementos probatorios obrantes en el plenario y analizadas las pruebas 

testimoniales recaudadas en sede de primera instancia que, se equivoca el 

Juez de primera instancia cuando establece que el señor Jorge Humberto 

Mendoza Maranta tenía un contrato de trabajo con la señora Mariela 

Alfaro de Gutiérrez como dueña del establecimiento de comercio la 

Romanello, cuando de las pruebas obrantes al proceso se prestaban los 

servicios no solo a dicho establecimiento de comercio, sino a otros 2 más, 

además de también seguirse con las ordenes y parámetros de los mismos. 

En consecuencia, se revocará la decisión de primera instancia para en su 

lugar absolver a la demandada de todas y cada una de las pretensiones 

incoadas en la demanda. Sin costas en esta instancia, por no haberse 

causado, se revocan las de primera instancia las cuales quedarán a cargo 
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de la parte demandante y en favor de la demandada, dadas las resultad del 

proceso. 

 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera De Decisión Laboral del Tribunal 

Superior de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la Ley, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 17 de julio de 2018, por el 

Juzgado Veinte (20) Laboral del Circuito de Bogotá dentro del proceso 

ordinario instaurado por JORGE HUMBERTO MENDOZA MARANTA en 

contra de MARIELA ALFARO DE GUTIERREZ, para en su lugar, 

ABSOLVER a la demandada de todas y cada una de las pretensiones de la 

demanda, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: Sin COSTAS en esta instancia por no haberse causado. Se 

revocan las de primera instancia, para en su lugar quedar a cargo de la 

parte demandante y en favor de la parte demandada, dadas las resultas 

del proceso. 

 

Notifíquese y cúmplase  

 

 
 

 



Proceso Ordinario Rad.110013105019201500987-01 

FABIAN ANDRES IMBACHI RENGIFO Vs SEGURIDAD ATEMPI LTDA 

1 

 

 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL 

 

JOSÉ WILLIAM GONZÁLEZ ZULUAGA 

Magistrado Ponente 

Proceso: 110013105019201500987-01 

 

ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA DE JUZGAMIENTO CELEBRADA EN EL 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE FABIÁN ANDRÉS IMBACHI 

RENGIFO EN CONTRA DE SEGURIDAD ATEMPI LTDA. 

 

En Bogotá D.C. a los treinta y uno días del mes de agosto de dos mil veinte 

(2020), día previamente señalado para realizar la presente audiencia 

dentro del proceso de la referencia, el Magistrado ponente, en asocio de los 

demás Magistrados que integran la Sala Tercera de Decisión, la declaró 

abierta. 

 

El Tribunal, en los términos acordados en dicha sala, dicta la siguiente 

 

SENTENCIA: 

 

Entonces una vez corrido el traslado correspondiente a fin de que las 

partes procedieran a allegar sus escritos de alegatos de conclusión, 

procede la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 7 de marzo de 2018, por 

el Juzgado 19º Laboral del Circuito de Bogotá, en el proceso de la 

referencia.  

 

ANTECEDENTES 

 

El señor Fabián Andrés Imbachi Rengifo por medio de apoderado judicial 

promovió proceso ordinario laboral de primera instancia contra la sociedad 

SEGURIDAD ATEMPI LTDA, para que previos los trámites que le son 

propios a la naturaleza de esta clase de procesos, para que se declare la 

ineficacia del contrato de trabajo por encontrarse cobijado por el fuero 

circunstancial, en consecuencia, obtener el reintegro al cargo que venía 

desempeñando, así como el reconocimiento y pago a su favor de los 

sueldos, prestaciones dejados de percibir desde el momento de la 

desvinculación de la compañía, hasta cuando se realice el reintegro, 

vacaciones aportes en seguridad social indemnización por despido sin 

justa causa; indemnización moratoria establecida en el Art.65 del C.S.T., 
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así mismo al pago de la indexación, de forma subsidiaria reliquidación 

salarial teniendo en cuenta lo realmente devengado.  

 

 

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son 

los siguientes: 

 

Como fundamento de sus pretensiones afirmó que, se suscribió un 

contrato individual de trabajo por duración de obra labor o labor 

contratada el 10 de mayo de 2014 hasta el 07 de julio de 2015, el último 

salario devengado fue la suma de $1.901.921 pagaderos mensualmente de 

la siguiente forma: $1. 351.921 como salario reconocido y la suma de $ 

550.000 mensuales por el concepto de un supuesto contrato de 

arrendamiento de vehículo (automotor) para el desempeño de sus labores 

de trabajo, que es afiliado a la organización sindical, sindicato nacional de 

trabajadores de la industria de la vigilancia SINTRAVIP, desde el 12 de 

junio de 2015 y que a partir de la radicación del pliego de peticiones el 8 

de mayo de 2013 por parte de SINTRAVIP los trabajadores de ATEMPI 

LTDA, entraron a gozar de fuero circunstancial, que en la liquidación se 

omitió tener en cuenta el salario realmente devengado, que el 10 de abril 

de 2015 el Ministerio de Trabajo mediante Resolución No. 263 confirmó la 

sanción a la demandada por realizar actos violatorios contra el derecho de 

asociación sindical. (Fol. 3-5)  

 

Contestación de la demanda: 

 

Mediante Auto de fecha 13 de julio de 2016 (Fol. 168), se tuvo por 

contestada la demanda, la llamada a juicio SEGURIDAD ATEMPI LTDA, se 

opuso a las pretensiones. Manifestó que, se considera persecución sindical 

cuando se terminan los contratos con justa causa y no la terminación de 

la obra o labor para la cual fue contratada el demandante, pues se 

encuentra demostrado que la terminación laboral se dio por una situación 

pactada por las partes desde el inicio de la relación laboral como las 

circunstancias que darían por terminada la obra. Como medio de defensa 

propuso las excepciones de fondo que denomino; prescripción de lo 

pretendido, inexistencia de la obligación, falata de causa para pedir, 

genérica, carencia de norma jurídica, falta de causa, buena fe y falta de 

competencia. (Fol. 56-101) 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Con sentencia del 07 de marzo del año 2018, el Juzgado Diecinueve 

Laboral del Circuito de Bogotá, resolvió:  

 

“…PRIMERO: DECLARAR fundadas las excepciones de: 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN, FALTA DE CAUSA PARA PEDIR, 

CARENCIA DE LA NORMA JURÍDICA, FALTA DE CAUSA Y BUENA FE e 
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infundada la de PRESCRIPCIÓN de la acción, propuesta por la persona 

jurídica demandada, en atención a las razones que motivan la presente 

providencia. 

 

SEGUNDO: ABSOLVER a la demandada SEGURIDAD ATEMPI LTDA, 

de todas y cada una de las pretensiones de la demanda, incoadas por 

FABIAN ANDRES IMBACHI RENGIFO. 

 

TERCERO: CONDENAR en costas del proceso a la parte demandante. 

Tásense. 

 

CUARTO: CONSULTAR la presente sentencia con la sala laboral del 

tribunal superior del distrito judicial de Bogotá, en caso de no ser 

apelada.”. 

 

Para llegar a la presente decisión la A quo manifestó que; allego cartilla 

que denomina convención colectiva copia, sin allegar la respectiva 

convención colectiva con constancia de depósito, la existencia de un 

derecho convencional no puede acreditarse sin aportar la respectiva 

convención con las formalidades especifica que contempla la ley, que la 

terminación del contrato de trabajo se dio por una causa legal como lo fue 

la terminación de la obra o labor del contrato de trabajo suscrito entre las 

partes lo que fue probado en el proceso. 

 

Del recurso de apelación de la parte demandante. 

 

Inconforme con la decisión de primera instancia, el apoderado judicial de 

la parte demandante interpuso recurso de apelación. Así se expresó; el 

Despacho no abordó el tema sobre si el demandante gozaba del fuero 

circunstancial y si en virtud al principio de la realidad sobre las formas el 

despido fue justo o injusto, se debe verificar si el demandante se 

encontraba afiliado al sindicato y si existía un conflicto entre el sindicato y 

la empresa. 

 

De otro lado, se debe verificar la naturaleza real del contrato de trabajo, su 

objeto era la prestación del servicio de vigilancia, pues tales funciones no 

pueden ser tenidas bajo los presupuestos de un contrato de obra o labor 

determinada. 

 

Alegatos de conclusión  

 

Una vez corrido el traslado para alegar de conclusión la parte demandante, 

dijo; “Teniendo en cuenta lo anterior, aunque si bien es cierto no se allego al 

plenario la Convención colectiva, se logró certificar con los medios 

probatorios tanto los documentales como en el interrogatorio de parte que 

absolvió el representante legal de la entidad demanda, que mi representado 

si gozaba de fuero circunstancial, toda vez que existió un conflicto  entre el 
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Sindicato SINTRAVIP y seguridad ATEMPI LTDA., que de hecho todavía 

existe y en este momento se encuentra en la Corte Suprema de Justicia, y lo 

que quedó claro entonces es que al momento de la terminación del contrato 

el conflicto existió… 

 

Por las razones antes mencionadas queda claro entonces que la labor de mi 

representado no se puede encasillar bajo un contrato de obra o labor y 

menos si esta labor hace parte del giro ordinario y de las actividades 

principales de la sociedad demandada, lo que quiere decir entonces que no 

existió justa causa para el despido del trabajador demandante y si una 

flagrante violación a sus derechos de asociación, razón por la cual solicito no 

declarar probadas las excepciones fundadas.”.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Revisado el expediente se encuentra que en la presente causa se 

cumplieron con todos los presupuestos tanto de la acción como de la 

demanda y del proceso, por lo que no existe causal de nulidad que invalide 

lo actuado, y faculta a esta Sala continuar con el trámite respectivo. 

 

Problema Jurídico:  

 

En atención al alcance de la apelación presentado por el apoderado de la 

parte demandante le corresponde a esta Sala establecer (i) si el 

demandante el señor Fabián Andrés Imbachi Rengifo gozaba o no del fuero 

circunstancial (ii) si el despido se originó bajo el principio de primacía de la 

realidad o fue justo o injusto, para lo cual deberá verificarse la naturaleza 

real del contrato de trabajo. 

 

Acerca de la garantía de fuero circunstancial  

 

El Decreto Ley 2351 de 1965, por el cual se hacen unas reformas al CST, 

en su artículo 25 establece: 

 

“Protección en conflictos colectivos. Los trabajadores que hubieren 

presentado al patrón un pliego de peticiones no podrán ser despedidos 

sin justa causa comprobada, desde la fecha de la presentación del 

pliego y durante los términos legales de las etapas establecidas para el 

arreglo del conflicto.”.  

 

Por su parte, el Decreto 1469 de 1978, por el cual se reglamentan algunas 

disposiciones laborales, señala en su artículo 36 que: 

 

“La protección a que se refiere el artículo 25 del decreto 2351 de 1965, 

comprende a los trabajadores afiliados a un sindicato o a los no 

sindicalizados que hayan presentado un pliego de peticiones, desde el 

momento de su presentación al empleador hasta cuando se haya 

solucionado el conflicto colectivo mediante la firma de la convención o 

http://www.icbf.gov.co/cargues/avance/docs/decreto_2351_1965.htm#25
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del pacto, o hasta que quede ejecutoriado el laudo arbitral, si fuere el 

caso.”. 

 

En este orden de ideas, el llamado fuero circunstancial es la garantía de la 

que gozan tanto los trabajadores afiliados al sindicato como los no 

sindicalizados, de no ser despedidos sin justa causa comprobada, desde la 

iniciación del conflicto, durante toda la negociación colectiva hasta la 

solución del mismo, lo que se traduce en una prohibición a los 

empleadores de despedir trabajadores sin que medie una justa causa, o de 

lo contrario el despido se torna en ineficaz.  

 

Acerca del conflicto colectivo de trabajo 

 

Es aquella situación de controversia derivada de las relaciones de trabajo y 

en la que se inmiscuye al grupo de trabajadores debido al interés colectivo 

que les asiste.   

 

La negociación colectiva a fin de dirimir el conflicto colectivo de trabajo 

cuenta con sus etapas propias: 

 

-Presentación del pliego de peticiones  

-Negociación directa. 

-Decisión de huelga o arbitraje. 

 

El pliego de peticiones contiene los puntos a negociar y configura el inicio 

de la negociación colectiva.  

 

Artículo 433 del CST subrogado por el Decreto Ley 2351 de 1965 artículo 

27. Iniciación de conversaciones. “1. El {empleador} o la representante, 

están en la obligación de recibir a los delegados de los trabajadores dentro 

de las veinticuatro horas siguientes a la presentación oportuna del pliego de 

peticiones para iniciar conversaciones. Si la persona a quién se presentare el 

pliego considerare que no está autorizada para resolver sobre él debe 

hacerse autorizar o dar traslado al {empleador} dentro de las veinticuatro 

horas siguientes a la presentación del pliego, avisándolo así a los 

trabajadores. En todo caso, la iniciación de las conversaciones en la etapa 

de arreglo directo no puede diferirse por más de cinco (5) días hábiles a 

partir de la presentación del pliego.” 

 

Artículo 434 del CST subrogado por la Ley 50 de 1990 artículo 60. 

Duración de las conversaciones. “Las conversaciones de negociación de los 

pliegos de peticiones en esta etapa de arreglo directo durarán veinte (20) 

días calendario, prorrogables de común acuerdo entre las partes, hasta por 

veinte (20) días calendario adicionales…” 

 

Artículo 435 del CST Subrogado por la Ley 39 de 1985 artículo 2. Acuerdo. 

“Los negociadores de los pliegos de peticiones deberán estar investidos de 

plenos poderes, que se presumen, para celebrar y suscribir en nombre de 
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las partes que representan los Acuerdos a que lleguen en la etapa de arreglo 

directo, los cuales no son susceptibles de replanteamiento o modificaciones 

en las etapas posteriores del conflicto colectivo. 

 

Si se llegare a un Acuerdo total o parcial sobre el pliego de peticiones, se 

firmará la respectiva convención colectiva o el pacto entre los trabajadores 

no sindicalizados y el {empleador}, y se enviará una copia al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social por conducto del inspector respectivo. 

 

Los Acuerdos que se produzcan en la primera etapa del Trámite de 

negociación se harán constar en Actas que deberán ser suscritas a medida 

que avancen las conversaciones y que tendrán carácter definitivo.”. 

 

Artículo 444 del CST subrogado por la Ley 50 de 1990 artículo 61. 

Decisión de los trabajadores. “Concluida la etapa de arreglo directo sin que 

las partes hubieren logrado un acuerdo total sobre el diferendo laboral, los 

trabajadores podrán optar por la declaratoria de huelga o por someter sus 

diferencias a la decisión de un Tribunal de Arbitramento. 

 

La huelga o la solicitud de arbitramento serán decididas dentro de los diez 

(10) días hábiles siguientes a la terminación de la etapa de arreglo directo, 

mediante votación secreta, personal e indelegable, por la mayoría absoluta 

de los trabajadores de la empresa, o de la asamblea general de los afiliados 

al sindicato o sindicatos que agrupen más de la mitad de aquellos 

trabajadores…”. 

 

Artículo 445 del CST subrogado por la Ley 50 de 1990 artículo 62. 

Desarrollo de la huelga. “1.  La cesación colectiva del trabajo, cuando los 

trabajadores optaren por la huelga, sólo podrá efectuarse transcurridos dos 

(2) días hábiles a su declaración y no más de diez (10) días hábiles 

después…”. 

 

Artículo 459 del CST compilado por el Decreto 1818 de 1998, artículo 188. 

Término para fallar. “Los árbitros proferirán el fallo dentro del término de 

diez días, contados desde la integración del tribunal. Las partes podrán 

ampliar este plazo.”. 

 

De suerte que, luego de una lectura armónica de las disposiciones 

transcritas observa la Sala que el conflicto debe desarrollarse dentro de las 

etapas respectivas en los términos y plazos establecidos. 

 

Acerca de hechos relevantes en el proceso y acreditación probatoria: 

 

1. Presentación del pliego de peticiones del 8 de mayo de 2013 (folio 31).  

 

2. Carta de terminación del contrato de trabajo del 8 de julio de 2015 (folio 

16). 
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Al respecto, advierte la Sala que desde la presentación del pliego de 

peticiones y la terminación del contrato de trabajo transcurrieron más de 2 

años sin surtirse las etapas propias de la negociación colectiva 

anteriormente mencionadas.  

 

Acerca de la existencia del conflicto colectivo para la época del 

despido 

 

Al punto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral M.P. 

Camilo Tarquino Gallego, en sentencia del 5 de junio de 2012, radicación 

No. 42225, indicó  

 

“…Esta Corporación ha adoctrinado que el conflicto colectivo y, por 

ende, el fuero circunstancial que surge a raíz de la vigencia de aquel, 

perdura desde la presentación del pliego hasta el día en que las partes 

lo definan mediante la firma de la convención o pacto, o hasta cuando 

quede ejecutoriado el Laudo Arbitral, en su caso.  

 

Así lo tuvo por sentado, entre otras, mediante sentencia de 11 de 

diciembre de 2002, radicación 19170, en la que también tuvo la 

ocasión de distinguir entre el conflicto que se desenvuelve 

normalmente, esto es, con el pleno cumplimiento tanto de sus etapas 

como de sus términos y plazos, de aquellos otros eventos, como el 

presente, en que se incumplen esos pasos y términos, que a la postre 

hacen imposible la continuación del curso normal del diferendo. 

 

… Aparte de las consideraciones dichas la sentencia atacada no podría 

casarse, dado que, como se expresó inicialmente, el conflicto suscitado 

aparentemente el 22 de diciembre de 2003, no tuvo un cabal desarrollo; 

es más, su punto muerto se presentó desde su comienzo, con la 

negativa de la empresa a conversar con el Sindicato, por razones que el 

propio Ministerio de Protección Social respaldó. En tales condiciones 

pregonó esta Sala de la Corte, en la sentencia ya citada, radicación 

19170: 

 

“Conviene señalar, f inalmente, que lo ideal es que los 

conflictos colectivos de trabajo alcancen su cabal desarrollo  

y sean resueltos, bien por las partes directamente ora con la 

intervención de terceros, y a ello debe prestar el Estado todo 

su concurso por así mandarlo la Carta Política en su artículo  

55; sin embargo, no puede pasar desapercibido que en 

algunas ocasiones, como aquí ha acontecido, el proceso se 

trunca irremediablemente sin que quepa ninguna posibil idad 

de solucionarlo por las vías normales; ahora, cuando a tal 

situación se llega por causa imputable a los trabajadores 

debido a que no adoptaron las decisiones en los términos y 

condiciones señaladas en las regulaciones legales, no puede 

concluirse que el conf licto queda en estado de latencia, con 
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todas las consecuencias que de ello se derivan, como ya se 

dijo. 

 

Sería realmente absurdo que una situación propiciada por 

negligencia de los propios trabajadores o de su organización 

sindical terminara favoreciéndolos con la perpetuación del 

llamado fuero circunstancial; ello constituye un 

contrasentido y una violación del viejo principio de derecho 

que reza que nadie puede beneficiarse de su propia torpeza 

(…)”. 

 

Por lo expuesto, concluye la Sala que si bien la garantía de fuero sindical 

circunstancial prevista en el Decreto 2351 de 1965 artículo 25, pretende la 

protección de los trabajadores que ejercen el derecho a la negociación 

colectiva, la misma no puede tornarse indefinida en el tiempo, máxime 

cuando el tema se encuentra regulado por la legislación como se anotó y 

las partes no hacen uso de la misma, en pro de finiquitar la negociación, 

razón por la cual es requisito sine qua non que el conflicto se surta dentro 

de las etapas establecidas y en el término de Ley. 

 

Como quiera que, el supuesto anterior no se configuró en el caso de autos, 

pues se repite desde la presentación del pliego de peticiones (8 de mayo de 

2013) y la terminación del contrato de trabajo al demandante (8 de julio de 

2015), no se evacuó ninguna otra etapa, por tanto, no es dable predicar la 

existencia de conflicto colectivo y por consiguiente tampoco de la garantía 

foral. 

 

Al punto, consultar la sentencia de la Corte Suprema de Justicia Sala de 

Casación Laboral, M.P Dr. Jorge Mario Burgos Ruiz, radicación número 

45080 del 28 de mayo de 2015.    

 

De la naturaleza del contrato de trabajo 

  

La Sala encuentra de gran relevancia lo establecido por las partes en el 

contrato de trabajo suscrito el 10 de mayo de 2014, en el que se indicó; 

“OBRA O LABOR CONTRATADA: Ejecutar labores de supervisor de acuerdo 

con lo pactado por SEGURIDAD ATEMPI LTDA. Mediante contrato comercial 

OF-VGH-08911 suscrito con ALMACENES ÉXITO S.A.”.   

 

Conforme a lo anterior está clara la modalidad contractual bajo la cual se 

encontraba el demandante dado que el mismo la acepta, sin que exista 

duda del contrato de trabajo que se dio entre las partes entre el 10 de mayo 

de 2014 al 8 de julio de 2015 tal y como se observa en las pruebas 

documentales que obran en el plenario de folios 15, 16, 139 y 140, en las 

que además se evidencia la razón de la terminación del contrato 

manifestando; solicitud cambio de supervisores.   
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En cuanto a lo inicialmente planteado, es menester recordar que el art. 45 

del Código Sustantivo del Trabajo, plantea que el contrato de trabajo 

puede celebrarse por tiempo determinado, por el tiempo que dure la 

realización de una obra o labor determinada, por tiempo indefinido o para 

ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio. 

 

El entendimiento de la segunda modalidad, por el tiempo que dure la 

realización de la obra o labor determinada, pasa por pregonarse que esa 

duración está delimitada por la naturaleza de la obra o labor, a que el 

operario, se haya comprometido. Por extensión, algunos, han querido atar 

a esta modalidad, la duración que una de las partes, específicamente la 

empleadora, haya pactado con un tercero para la realización de una obra o 

labor material o no, a la que por cuenta de aquella se hubiera 

desempeñado el trabajador, como lo sucedido en el caso bajo estudio de la 

entidad de vigilancia con la empresa a la que presta dicho servicio ÉXITO. 

 

De allí, entonces, que el contrato de trabajo celebrado entre los acá 

contendientes, podría enmarcarse, cual, si se tratara de la clase de 

aquellos por el tiempo que durara la realización de una obra o labor 

determinada, por cuanto era de la esencia del contrato celebrado con el 

demandante, que, culminada la labor de supervisor de vigilancia en un 

lugar determinado, hasta que la misma lo requiriera, siendo ello lo que se 

acordó en el contrato. 

 

Conclusión obligada de lo anterior, es, por lo tanto, que al haberse 

determinado en el contrato de trabajo el tiempo de duración a la 

realización de la obra o labor determinada. De conformidad con lo 

dispuesto, es evidente que el demandante fue despedido de forma legal 

dada la terminación de la obra o labor para la que fue contratado. Máxime, 

cuando la empresa ÉXITO S.A. para quien prestaba el servicio la 

demandada SEGURIDAD ATEMPI LTDA. despidió de forma legal al 

demandante, ya que el contrato de trabajo por obra o labor contratada 

dependía de un contrato dándose la “terminación servicios de supervisor de 

vigilancia de los señores Fabián Imbachi y Jimmy Rico” tal y como se 

acredito dentro del proceso folios 139-140.  

 

Costas de esta instancia a cargo de la parte demandante en la suma de 

$400.000.oo pesos. Se confirman las de primera instancia dadas las 

resultas del proceso. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la Ley,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 7 de marzo de 2018, por 

el Juzgado diecinueve (19) Laboral del Circuito de Bogotá dentro del 

proceso ordinario instaurado por FABIAN ANDRES IMBACHI RENGIFO 

en contra de SEGURIDAD ATEMPI LTDA conforme a las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: COSTAS de esta instancia a cargo de la parte demandante en 

la suma de $400.000.oo pesos. Se confirman las de primera instancia. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE  
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